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Resumen: 

 

Este resumen ofrece una visión general del Trabajo de Fin de Grado (TFG) titulado "Derecho de la 

Competencia: Análisis de las Sanciones Impuestas por la CNMC en el Caso de las Distribuidoras de 

Carburantes". El TFG examina de manera exhaustiva el marco legal y jurisprudencial relacionado 

con el derecho de la competencia en España, centrándose en el caso específico de la Comisión 

Nacional de los Mercados y la Competencia (CNMC) y las sanciones impuestas a las distribuidoras 

de carburantes. 

 

El TFG comienza con una introducción detallada que contextualiza el tema y explica la importancia 

del derecho de la competencia en la economía y el bienestar de los consumidores. A continuación, se 

realiza un análisis exhaustivo de la CNMC, su papel como autoridad reguladora y su poder 

sancionador en casos de conductas anticompetitivas. 

 

Posteriormente, se presentan los antecedentes del caso de las distribuidoras de carburantes, 

destacando los hechos relevantes y las pruebas que motivaron la intervención de la CNMC. Se 

examinan en detalle las infracciones cometidas y se analiza la fundamentación jurídica de las 

sanciones impuestas, haciendo referencia a las sentencias emitidas por los tribunales en cada 

instancia. 

 

El análisis crítico de la efectividad de las sanciones impuestas por la CNMC constituye un aspecto 

central del TFG. Se examinan los problemas relacionados con la efectividad y la proporcionalidad de 

dichas sanciones, destacando las limitaciones y los desafíos que enfrenta la CNMC en la consecución 

de sus objetivos. 

 

El TFG también ofrece recomendaciones para mejorar la efectividad de las sanciones impuestas por 

la CNMC en casos similares. Estas recomendaciones se basan en el análisis de las prácticas 

internacionales, las directrices de organismos reguladores y la jurisprudencia relevante. Se enfatiza 

la importancia de establecer directrices claras, considerar el tamaño y la capacidad económica de las 

empresas infractoras, valorar la colaboración y el cumplimiento normativo, y evaluar continuamente 

la efectividad de las sanciones. 

 

Finalmente, el TFG concluye con reflexiones sobre la importancia de analizar y mejorar la efectividad 

de las sanciones en el derecho de la competencia, destacando su impacto en la competencia justa, la 
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protección de los consumidores y el desarrollo económico. Se resalta la necesidad de un enfoque 

integral y equilibrado que combine la aplicación efectiva de sanciones con medidas educativas y 

preventivas, con el fin de promover una cultura de cumplimiento y garantizar un mercado competitivo 

y transparente. 

 

En resumen, este TFG ofrece un análisis exhaustivo del caso de las distribuidoras de carburantes y 

las sanciones impuestas por la CNMC en el marco del derecho de la competencia. Mediante un 

enfoque jurídico riguroso, se examinan los aspectos clave del caso, se evalúa la efectividad de las 

sanciones y se proponen recomendaciones para mejorar su aplicación. El trabajo contribuye al 

conocimiento y la comprensión de la regulación y aplicación de la competencia en España, y destaca 

la importancia de una aplicación justa y equitativa de las sanciones para fomentar la competencia 

justa y proteger los intereses de los consumidores y del mercado en general. 

 

Palabras clave: 

Derecho de la competencia, CNMC (Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia), 

distribuidorasde caburantes, sanciones, efectividad, proporcionalidad. 

 

 

Abstract: 

This summary provides an overview of the Final Degree Project (TFG) entitled "Competition Law: 

Analysis of the Sanctions Imposed by the CNMC in the Case of Fuel Distributors". The TFG 

comprehensively examines the legal and jurisprudential framework related to competition law in 

Spain, focusing on the specific case of the Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia 

(CNMC) and the sanctions imposed on fuel distributors. 

 

The TFG begins with a detailed introduction that contextualizes the subject and explains the 

importance of competition law in the economy and consumer welfare. This is followed by an 

exhaustive analysis of the CNMC, its role as a regulatory authority and its sanctioning power in cases 

of anti-competitive conduct. 

 

Subsequently, the background to the case of the fuel distributors is presented, highlighting the 

relevant facts and evidence that led to the CNMC's intervention. The infringements committed are 

examined in detail and the legal basis of the sanctions imposed is analyzed, with reference to the 

rulings issued by the courts in each instance. 
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The critical analysis of the effectiveness of the sanctions imposed by the CNMC is a central aspect 

of the TFG. Problems related to the effectiveness and proportionality of such sanctions are examined, 

highlighting the limitations and challenges faced by the CNMC in achieving its objectives. 

 

The TFG also offers recommendations to improve the effectiveness of sanctions imposed by the 

CNMC in similar cases. These recommendations are based on the analysis of international practices, 

regulatory agency guidelines and relevant case law. It emphasizes the importance of establishing clear 

guidelines, considering the size and economic capacity of the offending companies, assessing 

collaboration and regulatory compliance, and continuously evaluating the effectiveness of sanctions. 

 

Finally, the TFG concludes with reflections on the importance of analyzing and improving the 

effectiveness of sanctions in competition law, highlighting their impact on fair competition, consumer 

protection and economic development. It highlights the need for a comprehensive and balanced 

approach that combines the effective application of sanctions with educational and preventive 

measures, in order to promote a culture of compliance and ensure a competitive and transparent 

market. 

 

In summary, this TFG provides a comprehensive analysis of the case of fuel distributors and the 

sanctions imposed by the CNMC within the framework of competition law. Using a rigorous legal 

approach, it examines the key aspects of the case, assesses the effectiveness of the sanctions and 

proposes recommendations to improve their application. The work contributes to the knowledge and 

understanding of competition law regulation. 

 

Key words: 

Competition law, CNMC (Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia), distributors, 

penalties, effectiveness, proportionality. 
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1. INTRODUCCIÓN  

 

El derecho de la competencia es una rama fundamental del derecho económico que tiene como 

objetivo garantizar la existencia de una competencia justa y eficiente en los mercados. En un contexto 

globalizado y altamente competitivo, la promoción de la competencia es crucial para fomentar la 

innovación, proteger los derechos de los consumidores y estimular el crecimiento económico. 

 

En el marco de este amplio campo, es relevante examinar el papel de la Comisión Nacional de los 

Mercados y la Competencia (CNMC) y su interacción con las distribuidoras de carburantes. La 

CNMC es el organismo regulador en España encargado de supervisar y promover la competencia en 

diversos sectores de la economía, incluido el de los carburantes. Su labor es esencial para garantizar 

que las empresas operen dentro de los límites establecidos por la legislación antimonopolio y eviten 

prácticas anticompetitivas que puedan perjudicar a los consumidores y restringir el libre 

funcionamiento del mercado. 

 

El presente Trabajo de Fin de Grado (TFG) tiene como objetivo analizar en detalle el caso específico 

de la CNMC y las distribuidoras de carburantes, que se ha convertido en un referente en el ámbito 

del derecho de la competencia en España. Este caso ha despertado un gran interés debido a la 

complejidad de los aspectos legales y económicos involucrados, así como a las implicaciones que 

tiene para la protección de la competencia y los derechos de los consumidores. 

 

En primer lugar, es necesario examinar los fundamentos teóricos del derecho de la competencia y su 

importancia para el correcto funcionamiento de los mercados. Se explorarán conceptos clave, como 

el abuso de posición dominante, las prácticas colusorias, la fijación de precios y las barreras de 

entrada, entre otros. Además, se analizará la legislación nacional e internacional que regula estas 

prácticas y se destacarán los principales casos precedentes que han sentado las bases para la actuación 

de la CNMC. 

 

A continuación, se abordará el rol específico de la CNMC en la supervisión y sanción de las prácticas 

anticompetitivas en el sector de las distribuidoras de carburantes. Se describirá la estructura y 

funciones de la CNMC, así como su marco legal y las herramientas disponibles para investigar y 

sancionar a las empresas que violen las normas de competencia. Será crucial analizar los criterios y 

procedimientos utilizados por la CNMC para evaluar la conducta de las distribuidoras de carburantes 

y determinar la existencia de infracciones. 
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El estudio también se centrará en el caso concreto de las distribuidoras de carburantes y las sanciones 

impuestas por la CNMC. Se examinarán los hechos y las pruebas que llevaron a la CNMC a imponer 

dichas sanciones, así como los recursos presentados por las empresas sancionadas y las resoluciones 

judiciales posteriores. Se evaluará la eficacia de las sanciones en términos de su capacidad para 

disuadir comportamientos anticompetitivos y restaurar la competencia en el mercado. 

 

Asimismo, se analizarán los desafíos y problemáticas relacionados con la efectividad y 

proporcionalidad de las sanciones impuestas por la CNMC. Se examinará la importancia de evaluar 

la adecuación de las sanciones en relación con la gravedad de las infracciones cometidas y el impacto 

en el mercado. Se considerarán aspectos como la proporcionalidad de las multas y la capacidad de las 

sanciones para disuadir conductas anticompetitivas y promover un entorno de competencia 

equitativo. 

 

Además, se analizarán casos precedentes y experiencias internacionales en materia de sanciones en 

el ámbito del derecho de la competencia. Esto permitirá contextualizar el caso de las distribuidoras 

de carburantes en un contexto más amplio y comparar las prácticas y enfoques utilizados en otros 

países. 

 

En el desarrollo de este TFG, se utilizarán diversas fuentes de información, como legislación nacional 

y europea, jurisprudencia, informes y estudios académicos. Se realizará un análisis crítico y 

exhaustivo de la información disponible, con el objetivo de obtener conclusiones claras y 

fundamentadas sobre la efectividad de las sanciones impuestas por la CNMC en el caso de las 

distribuidoras de carburantes. 

 

Es importante destacar que este estudio tiene relevancia tanto académica como práctica. El análisis 

de la efectividad de las sanciones impuestas por la CNMC en este caso permitirá obtener 

conocimientos valiosos sobre la aplicación del derecho de la competencia en España y su impacto en 

el mercado de los carburantes. Además, los resultados obtenidos podrían servir como base para 

mejorar la regulación y la aplicación de las sanciones en futuros casos. 

 

En conclusión, este TFG tiene como objetivo analizar en detalle el caso de la CNMC y las 

distribuidoras de carburantes desde una perspectiva legal y económica. Se examinarán los 

antecedentes, las pruebas y los hechos que llevaron a las sanciones impuestas, así como los recursos 

y las resoluciones judiciales correspondientes. Se analizará la efectividad y proporcionalidad de las 

sanciones, y se plantearán posibles recomendaciones para mejorar la aplicación del derecho de la 
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competencia en el sector de los carburantes. Este estudio contribuirá al cuerpo de conocimientos 

existente y servirá como base para futuras investigaciones en el campo del derecho de la competencia. 

 

2. CONTEXTO GENERAL DEL DERECHO DE LA COMPETENCIA Y DE LA 

DISTRIBUCIÓN DE CARBURANTES EN ESPAÑA 

 

El derecho de la competencia es una rama del derecho que regula las prácticas empresariales y de 

mercado con el objetivo de promover la competencia leal y evitar prácticas anticompetitivas que 

puedan perjudicar a los consumidores y al mercado en su conjunto. Es una disciplina que busca 

garantizar la protección de los consumidores, promover la innovación y el desarrollo económico y 

evitar prácticas que puedan perjudicar a las empresas competidoras. 

 

Este Trabajo de Fin de Grado pretende analizar y profundizar en el derecho de la competencia, su 

evolución histórica, los principios fundamentales que lo rigen, los aspectos más importantes de su 

regulación y su importancia actual. 

 

2.1 EVOLUCIÓN HISTÓRICA DEL DERECHO DE LA COMPETENCIA 

 

El origen del derecho de la competencia se remonta al siglo XIX, cuando surgieron los primeros 

monopolios y trusts en Estados Unidos. En ese contexto, se promulgaron las primeras leyes 

antimonopolio, como la Sherman Antitrust Act de 1890, cuyo objetivo era limitar el poder de las 

empresas y promover la competencia leal. 

 

En Europa, la regulación del derecho de la competencia surgió con la creación de la Comunidad 

Económica Europea en 1957, que sentó las bases para la creación de un mercado común europeo y la 

necesidad de proteger la libre competencia. 

 

2.2 PRINCIPIOS FUNDAMENTALES DEL DERECHO DE LA COMPETENCIA 

 

El derecho de la competencia se basa en una serie de principios fundamentales, entre los que destacan 

los siguientes: 

 

Libre competencia: Es el principio fundamental del derecho de la competencia, que persigue que las 

empresas puedan competir libremente en el mercado, sin barreras ni obstáculos que limiten su 

actuación. 
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Eficiencia económica: Otro principio fundamental del derecho de la competencia, que busca 

promover la eficiencia en la asignación de recursos y en la producción de bienes y servicios. 

 

Protección del consumidor: El derecho de la competencia pretende proteger los intereses de los 

consumidores impidiendo prácticas abusivas que puedan perjudicarles. 

 

Prevención del abuso de poder de mercado: El derecho de la competencia pretende evitar el abuso de 

posición dominante en el mercado por parte de una empresa, garantizando que no restrinja la 

competencia y perjudique a los consumidores.1 

 

2.3. REGULACIÓN DEL DERECHO DE LA COMPETENCIA 

 

El derecho de la competencia se regula a través de una serie de normas y leyes, tanto a nivel nacional 

como internacional. Entre las normas más relevantes se encuentran: 

 

La Ley de Defensa de la Competencia: Es la ley española que regula el derecho de la competencia en 

España, con el objetivo de proteger la libre competencia y evitar prácticas anticompetitivas. 

 

El Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea: Es la norma que regula el derecho de la 

competencia en la Unión Europea, estableciendo las bases para la creación de un mercado común 

europeo y la protección de la libre competencia2. 

 

Ley Antimonopolio de Estados Unidos: Es la norma que regula el derecho de la competencia en 

Estados Unidos, con el objetivo de promover la competencia y prevenir prácticas anticompetitivas en 

los mercados. Las dos leyes antimonopolio más importantes en Estados Unidos son la Ley Sherman 

de 1890 y la Ley Clayton de 1914. 

 

 

 

 
1 Política, economía y derechos: la independencia de los reguladores (¿quo vadis?) : reflexiones 

generadas a partir de la reforma constitucional de 2011 

Artemi Rallo Lombarte 

Teoría y Realidad Constitucional,2012 
2 Regulación y mercado de suelo en España. Presupuestos para el debate 

Alexey Martín,Alicia Camas 

EURE (Santiago),2017 
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3. IMPORTANCIA DE ANALIZAR LA EFECTIVIDAD DE LAS SANCIONES 

IMPUESTAS POR LA CNMC EN ESTE CASO 

 

La importancia de analizar la efectividad de las sanciones impuestas por la Comisión Nacional de los 

Mercados y la Competencia (CNMC) radica en varios aspectos clave: 

 

Rendición de cuentas: El análisis de la efectividad de las sanciones permite evaluar si la CNMC 

cumple con su función de supervisión y control de los mercados. Al examinar los resultados de las 

sanciones, se puede determinar si las medidas implementadas han sido eficaces en la prevención de 

prácticas anticompetitivas y en la promoción de la competencia justa. Esto contribuye a la rendición 

de cuentas de la CNMC ante el público y las partes interesadas, garantizando que se cumpla su 

mandato de proteger el interés público en los mercados3. 

 

Mejora del marco regulatorio: El análisis de la efectividad de las sanciones proporciona información 

valiosa sobre la adecuación y eficacia del marco regulatorio existente. Permite identificar posibles 

deficiencias o lagunas en las regulaciones y políticas actuales, así como áreas en las que se requiere 

una mayor claridad o fortalecimiento. Esta retroalimentación puede utilizarse para mejorar el marco 

regulatorio, asegurando que sea más eficiente, efectivo y capaz de abordar los desafíos y cambios en 

el mercado. 

 

Prevención y disuasión de prácticas anticompetitivas: El análisis de la efectividad de las sanciones es 

esencial para evaluar su impacto en la conducta de las empresas y su capacidad para disuadir futuras 

infracciones. Si las sanciones no son efectivas en su objetivo de desalentar prácticas anticompetitivas, 

se puede requerir una revisión de las estrategias y enfoques utilizados. Un análisis exhaustivo permite 

identificar las prácticas más problemáticas y las empresas más recurrentes en la infracción, lo que 

puede llevar a la adopción de medidas más contundentes y específicas para prevenir y disuadir 

comportamientos anticompetitivos. 

 

Protección de los consumidores: Al analizar la efectividad de las sanciones, se evalúa el impacto en 

los precios, la calidad de los productos o servicios, y la variedad de opciones disponibles para los 

consumidores. Si las sanciones tienen un efecto positivo en la promoción de la competencia, es más 

probable que se generen beneficios para los consumidores, como precios más bajos, una mayor oferta 

 
3 Las cláusulas suelo: un problema de transparencia y entendimiento 

Francisco María Pérez Vázquez 

Revista de Derecho de la UNED (RDUNED),2018 
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y una mayor calidad de los productos o servicios. Esto contribuye a proteger los intereses de los 

consumidores y promover su bienestar económico. 

 

Transparencia y confianza en los mercados: El análisis de la efectividad de las sanciones promueve 

la transparencia en los mercados y fortalece la confianza de los agentes económicos. Los resultados 

obtenidos y la divulgación de información sobre las sanciones impuestas permiten a las partes 

interesadas y al público en general tener una visión clara y comprensible de las acciones tomadas para 

garantizar la competencia justa. Esto contribuye a generar confianza en los mercados, tanto a nivel 

nacional como internacional, y a fomentar un entorno empresarial sólido y equitativo. 

 

4. MARCO TEÓRICO 

 

El presente trabajo de investigación se enmarca en el ámbito del derecho de la competencia, 

específicamente en el caso de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia (CNMC) y 

las sanciones impuestas a las distribuidoras de carburantes. Para comprender adecuadamente este 

tema, es fundamental analizar el marco teórico que sustenta y fundamenta las normas y principios del 

derecho de la competencia. 

 

El derecho de la competencia es una rama del derecho económico que tiene como objetivo principal 

garantizar la existencia de una competencia leal y efectiva en los mercados. Busca proteger y 

promover la libre competencia, evitando conductas anticompetitivas que puedan perjudicar a los 

consumidores y distorsionar el funcionamiento eficiente de los mercados. 

 

El marco teórico del derecho de la competencia se basa en varios principios fundamentales. En primer 

lugar, se encuentra el principio de libre competencia, que establece que las empresas deben tener la 

libertad de competir en el mercado sin restricciones indebidas. Esto implica que no se deben 

establecer barreras artificiales o prácticas anticompetitivas que limiten la entrada de nuevos 

competidores o que perjudiquen a los competidores existentes. 

 

Otro principio clave es el de prohibición de prácticas anticompetitivas. Este principio establece que 

determinadas conductas son consideradas perjudiciales para la competencia y están prohibidas por la 

legislación de competencia. Entre estas conductas se encuentran los acuerdos restrictivos, los abusos 

de posición dominante y las fusiones o adquisiciones que puedan generar una posición de dominio en 

el mercado. 
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En el ámbito nacional, en España, la CNMC es el organismo encargado de velar por el cumplimiento 

de la normativa de competencia. Tiene la facultad de investigar y sancionar conductas 

anticompetitivas, así como de promover la competencia efectiva en los mercados. La CNMC actúa 

de manera independiente y cuenta con amplios poderes de investigación y sancionadores. 

 

En el caso de las distribuidoras de carburantes, la CNMC llevó a cabo una investigación exhaustiva 

para determinar la existencia de posibles prácticas anticompetitivas en el mercado. Tras recopilar 

evidencia y pruebas, emitió una resolución en la que impuso sanciones a varias empresas por su 

participación en dichas conductas. 

 

Sin embargo, como se ha analizado previamente, la efectividad de estas sanciones ha sido objeto de 

debate y crítica. Se cuestiona si las sanciones impuestas han sido proporcionales y si han logrado 

realmente disuadir conductas anticompetitivas en el mercado de las distribuidoras de carburantes. 

 

Para abordar esta cuestión, es necesario examinar teorías y enfoques relacionados con la efectividad 

de las sanciones en el derecho de la competencia. Se pueden considerar teorías económicas que 

analizan los incentivos y costos asociados a las conductas anticompetitivas, así como estudios 

empíricos que evalúan el impacto de las sanciones en la conducta de las empresas y en el 

funcionamiento de los mercados. 

 

Además, es relevante examinar el marco legal y jurisprudencial que regula las sanciones en el derecho 

de la competencia en España. Esto implica revisar la Ley de Defensa de la Competencia y su 

reglamento de desarrollo, así como las directrices y decisiones de la CNMC y las sentencias judiciales 

relevantes en casos similares. 

 

Dentro del marco teórico del derecho de la competencia, es importante también considerar las 

políticas de competencia a nivel internacional. Organismos como la Comisión Europea y la 

Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) establecen directrices y 

recomendaciones para fomentar la competencia en los mercados y asegurar la aplicación efectiva de 

las normas de competencia. 

 

Asimismo, resulta relevante analizar los conceptos de proporcionalidad y efectividad en el contexto 

de las sanciones en el derecho de la competencia. La proporcionalidad implica que las sanciones 

deben ser adecuadas y proporcionadas a la gravedad de la conducta anticompetitiva. Por su parte, la 
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efectividad se refiere a la capacidad de las sanciones para lograr su objetivo disuasorio y prevenir la 

repetición de conductas anticompetitivas. 

 

En el caso específico de las sanciones impuestas por la CNMC a las distribuidoras de carburantes, es 

fundamental analizar las decisiones y resoluciones emitidas por este organismo, así como los recursos 

presentados por las empresas sancionadas y las sentencias judiciales que han resultado de dichos 

recursos. Esto permitirá evaluar la fundamentación legal y jurídica de las sanciones, así como los 

argumentos esgrimidos por las partes involucradas. 

 

En resumen, el marco teórico del presente trabajo se basa en los principios del derecho de la 

competencia, la legislación y jurisprudencia española, las políticas de competencia internacionales, y 

los conceptos de proporcionalidad y efectividad en las sanciones. El análisis de estos elementos 

permitirá comprender el contexto en el que se desarrolló el caso de la CNMC contra las distribuidoras 

de carburantes, así como su impacto en el funcionamiento de los mercados y la necesidad de evaluar 

la efectividad de las sanciones impuestas. 

 

  

 

5. DERECHO DE LA COMPETENCIA 

5.1. CONCEPTO DE DERECHO DE LA COMPETENCIA 

 

El derecho de la competencia, también conocido como derecho antimonopolio o derecho de la libre 

competencia, es una rama del derecho que se enfoca en garantizar y promover la competencia justa y 

eficiente en los mercados. Su objetivo principal es prevenir prácticas anticompetitivas que puedan 

restringir la libre competencia y afectar negativamente a los consumidores, a otras empresas y a la 

economía en general. 

 

El derecho de la competencia se basa en la premisa fundamental de que la competencia libre y sin 

restricciones es beneficiosa para la sociedad en términos de innovación, eficiencia económica, precios 

competitivos y opciones para los consumidores. Para lograr estos objetivos, existen leyes y 

regulaciones antimonopolio que establecen las normas y los principios para mantener un ambiente de 

competencia sana y equilibrada. 

 

Las leyes de competencia varían en cada jurisdicción, pero generalmente comparten principios y 

objetivos comunes. Estas leyes prohíben prácticas anticompetitivas, como los acuerdos de cartel, el 
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abuso de posición dominante, las fusiones o adquisiciones que puedan reducir significativamente la 

competencia, y otras conductas que distorsionen el mercado y limiten la libre competencia. 

 

Entre los principales conceptos y principios del derecho de la competencia se encuentran: 

 

Competencia leal: Promover la competencia justa implica asegurar que las empresas compitan en 

igualdad de condiciones, sin recurrir a prácticas desleales o engañosas. Esto implica la prohibición 

de actos de competencia desleal, como la difamación de la competencia, el engaño a los consumidores 

o el robo de secretos comerciales. 

 

Protección del consumidor: El derecho de la competencia busca proteger los intereses de los 

consumidores al fomentar la oferta de productos y servicios de calidad a precios competitivos. Las 

prácticas anticompetitivas que resulten en un perjuicio a los consumidores, como la fijación de precios 

o la colusión, son sancionadas para evitar abusos de poder y garantizar el bienestar de los 

consumidores. 

 

Preservación de la competencia: El derecho de la competencia tiene como objetivo principal mantener 

un ambiente de competencia efectiva. Esto implica prevenir la formación de monopolios o posiciones 

dominantes que puedan limitar la competencia en el mercado. Las leyes antimonopolio permiten la 

intervención del Estado para regular o desmantelar empresas que ejerzan un poder excesivo sobre el 

mercado4. 

 

Control de fusiones y adquisiciones: El derecho de la competencia supervisa y regula las fusiones y 

adquisiciones de empresas para evitar que se produzcan concentraciones excesivas de poder en el 

mercado. Las autoridades de competencia analizan estas operaciones para determinar si pueden 

reducir significativamente la competencia y, en caso necesario, pueden imponer condiciones o incluso 

bloquear las transacciones. 

 

Aplicación de sanciones: Las violaciones de las leyes de competencia pueden resultar en sanciones y 

multas significativas. Estas sanciones buscan desalentar la conducta anticompetitiva y enviar un 

mensaje claro de que las prácticas contrarias a la competencia serán castigadas. Las autoridades de 

competencias tienen la autoridad para imponer sanciones administrativas y civiles, como multas 

 
4 La función redistributiva en los servicios de interés económico general 

Carlos Pateiro Rodríguez,Mauro Rodríguez García 

Economía UNAM,2017 
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económicas, medidas correctivas, la disolución de acuerdos anticompetitivos y la compensación de 

daños a los perjudicados. Estas sanciones tienen como objetivo principal desincentivar la conducta 

anticompetitiva, restaurar la competencia y compensar los daños causados por prácticas ilícitas. 

 

 

5.2 FUNCIONES DEL DERECHO DE LA COMPETENCIA 

 

La importancia del derecho de la competencia radica en varios aspectos fundamentales: 

 

Fomento de la eficiencia económica: La competencia es un motor clave para la eficiencia económica, 

ya que incentiva a las empresas a mejorar la calidad de sus productos, a reducir costos y a innovar. 

El derecho de la competencia busca eliminar barreras que puedan obstaculizar la competencia y 

permitir que las empresas más eficientes prosperen, lo que a su vez beneficia a los consumidores y a 

la economía en general. 

 

Protección de los consumidores: El derecho de la competencia tiene como objetivo proteger los 

intereses de los consumidores al garantizar que puedan acceder a una amplia gama de productos y 

servicios a precios competitivos. Al prevenir prácticas anticompetitivas como la fijación de precios, 

los acuerdos de reparto de mercados o el abuso de posición dominante, se evita que los consumidores 

sufran aumentos injustificados en los precios o una reducción en la calidad y opciones disponibles. 

 

Estimulación de la innovación: La competencia fomenta la innovación al crear incentivos para que 

las empresas desarrollen nuevos productos, mejoren los existentes y busquen formas más eficientes 

de producir y distribuir bienes y servicios. El derecho de la competencia promueve un entorno en el 

que las empresas compiten por la preferencia de los consumidores a través de la innovación, lo que a 

su vez impulsa el progreso tecnológico y el desarrollo económico5. 

 

Prevención de concentraciones de poder: El derecho de la competencia busca prevenir la formación 

de monopolios y la concentración excesiva de poder en el mercado. Estas situaciones pueden resultar 

en abusos de posición dominante, limitar la competencia y perjudicar a los consumidores y a otras 

empresas. Al regular las fusiones y adquisiciones y controlar las conductas anticompetitivas, se evita 

 
5 Design Activity in the Process of Migrating Security Features to Cloud 

Luis Marquez,David G. Rosado,Haralambos Mouratidis,Eduardo Fernandez Medina 

IEEE Latin America Transactions,2016 
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que una sola empresa o un grupo reducido de empresas ejerzan un control desproporcionado sobre el 

mercado. 

 

Estabilidad y confianza en el mercado: El derecho de la competencia proporciona un marco legal y 

regulatorio que promueve la estabilidad y la confianza en los mercados. Al establecer normas claras 

y aplicar sanciones efectivas, se asegura que las empresas compitan de manera justa y que se respeten 

los principios de transparencia, igualdad de oportunidades y libre competencia. Esto fomenta la 

confianza de los inversores, los consumidores y los actores económicos en general, lo que contribuye 

al desarrollo económico sostenible. 

 

En conclusión, el análisis y la aplicación efectiva del derecho de la competencia son fundamentales 

para garantizar un entorno empresarial justo, competitivo y beneficioso tanto para los consumidores 

como para la economía en su conjunto. Al evaluar y analizar la efectividad de las sanciones. 

 

 

5.3 PROCEDIMIENTOS SANCIONADORES EN EL DERECHO DE LA COMPETENCIA 

 

Los procedimientos sancionadores en el derecho de la competencia son un componente fundamental 

para hacer cumplir las normas antimonopolio y garantizar un entorno de competencia justa y 

equilibrada. Estos procedimientos se llevan a cabo por las autoridades de competencia, que tienen la 

responsabilidad de investigar y sancionar las conductas anticompetitivas, así como imponer las 

correspondientes sanciones y medidas correctivas. 

 

A continuación, se detallan los principales aspectos relacionados con los procedimientos 

sancionadores en el derecho de la competencia: 

 

Investigación y detección de infracciones: Los procedimientos sancionadores comienzan con la 

detección de posibles infracciones anticompetitivas. Las autoridades de competencia, como la 

Comisión Europea, la Federal Trade Commission (FTC) en Estados Unidos o las comisiones 

nacionales de competencia, pueden iniciar investigaciones de oficio o en respuesta a denuncias de 

empresas, consumidores o competidores6. 

 
6 La información precontractual en el ámbito de los viajes combinados tras la Directiva (UE) 0.4% 

2/6 

2015/2302 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de noviembre de 2015, relativa a los viajes 

combinados y a los servicios de viaje vinculados = Pre-... 
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Etapa de diligencias preliminares: Durante esta etapa, las autoridades de competencia recopilan 

información y pruebas para determinar si existe una posible infracción anticompetitiva. Pueden 

solicitar documentación a las empresas implicadas, llevar a cabo inspecciones sorpresa en las 

instalaciones de las empresas y recabar testimonios de testigos relevantes. Esta etapa inicial es crucial 

para determinar si hay suficientes indicios de una infracción y si es necesario iniciar un procedimiento 

sancionador formal. 

 

Notificación de cargos y derecho de defensa: Si las autoridades de competencia encuentran pruebas 

suficientes de una posible infracción, notificarán a las empresas implicadas los cargos formulados en 

su contra. Las empresas tienen el derecho de presentar su defensa, proporcionar pruebas y argumentar 

en contra de los cargos. Esto implica el ejercicio del derecho a ser oído y a presentar pruebas en su 

favor. 

 

Instrucción del procedimiento: Durante la fase de instrucción, las autoridades de competencia 

recopilan más pruebas y evidencias relevantes. Pueden requerir a las empresas la presentación de 

documentos adicionales, realizar audiencias formales para recopilar testimonios y contrainterrogar a 

los testigos. Las autoridades también pueden solicitar la colaboración de expertos independientes para 

evaluar la conducta de las empresas y el impacto en el mercado. 

 

Decisión y sanciones: Una vez finalizada la fase de instrucción, las autoridades de competencia 

emiten una decisión final que determina si se ha cometido una infracción anticompetitiva. En caso 

afirmativo, se imponen las sanciones correspondientes. Estas sanciones pueden incluir multas 

económicas, que generalmente se calculan en función de la gravedad de la infracción y el volumen 

de negocios de la empresa infractora. Además de las multas, las autoridades pueden ordenar medidas 

correctivas, como el cese de prácticas anticompetitivas o la modificación de contratos o acuerdos 

comerciales. 

 

Recursos y apelaciones: Las empresas tienen derecho a interponer recursos y apelaciones contra las 

decisiones de las autoridades de competencia. Pueden recurrir a tribunales administrativos o judiciales 

para impugnar la decisión y las sanciones impuestas. Estos procedimientos de apelación brindan a las 

empresas la oportunidad de cuestionar la legalidad o la proporcionalidad de las sanciones impuestas, 

así como de presentar argumentos adicionales en su defensa. 

 
Consuelo Camacho Pereira 

Revista de Derecho de la UNED (RDUNED),2016 
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Ejecución y cumplimiento de las sanciones: Una vez que una decisión sancionadora se vuelve 

definitiva, las autoridades de competencia supervisan el cumplimiento de las sanciones impuestas. 

Esto implica asegurarse de que las empresas infractoras paguen las multas impuestas y cumplan con 

las medidas correctivas ordenadas. En caso de incumplimiento, las autoridades pueden imponer 

sanciones adicionales, como multas diarias o medidas coercitivas, para garantizar el cumplimiento 

efectivo de las sanciones. 

Es importante destacar que los procedimientos sancionadores en el derecho de la competencia se 

rigen por principios fundamentales, como el debido proceso, la presunción de inocencia y el derecho 

a la defensa. Se garantiza que las empresas tengan la oportunidad de presentar su caso, rebatir los 

cargos en su contra y ser escuchadas de manera imparcial antes de que se impongan sanciones7. 

 

La importancia de estos procedimientos sancionadores radica en varios aspectos clave: 

 

Disuasión y prevención: Las sanciones en el derecho de la competencia tienen un objetivo disuasorio, 

ya que buscan evitar que las empresas incurran en prácticas anticompetitivas. Al imponer sanciones 

ejemplares, se envía un mensaje claro de que las infracciones no serán toleradas y que existen 

consecuencias significativas para aquellos que violen las normas de competencia. 

 

Restauración de la competencia: Los procedimientos sancionadores tienen como finalidad restablecer 

las condiciones de competencia en el mercado afectado por la conducta anticompetitiva. Las 

sanciones, como la eliminación de acuerdos ilegales o la modificación de prácticas anticompetitivas, 

ayudan a corregir los efectos perjudiciales y a restablecer un ambiente de competencia sana. 

 

Protección de los consumidores y otras empresas: El análisis y la imposición de sanciones efectivas 

en casos de conductas anticompetitivas protegen los intereses de los consumidores al garantizar 

precios justos, opciones de calidad y un acceso equitativo a los productos y servicios. Además, estas 

acciones también protegen a otras empresas que compiten de manera justa y que pueden resultar 

perjudicadas por prácticas anticompetitivas8. 

 

Fortalecimiento del marco legal: Los procedimientos sancionadores contribuyen al fortalecimiento 

del marco legal y regulatorio en el ámbito de la competencia. Mediante la aplicación consistente de 

 

 
8 Ley 1/2002, de 21 de febrero, de Coordinación de las Competencias del Estado y las Comunidades 

Autónomas en materia de Defensa de la Competencia 

 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2002-3590 

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2002-3590
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las leyes antimonopolio y la imposición de sanciones proporcionales, se refuerza la credibilidad y la 

eficacia del sistema legal, generando confianza tanto en los actores económicos como en los 

consumidores. 

 

Desarrollo de jurisprudencia: Los procedimientos sancionadores en el derecho de la competencia 

también contribuyen al desarrollo de la jurisprudencia en esta área. A medida que los tribunales 

revisan y deciden sobre los recursos y apelaciones presentados, se establecen precedentes legales que 

aclaran y definen los límites y las interpretaciones de las normas antimonopolio. Esta jurisprudencia 

se convierte en referencia para futuros casos, brindando mayor claridad y certeza jurídica tanto para 

las autoridades de competencia como para las empresas involucradas en el mercado. 

 

En resumen, los procedimientos sancionadores en el derecho de la competencia desempeñan un papel 

crucial en la promoción y protección de la competencia justa y equilibrada en los mercados. Estos 

procedimientos permiten detectar, investigar y sancionar las conductas anticompetitivas, y 

contribuyen a disuadir su repetición, restaurar la competencia, proteger los intereses de los 

consumidores y fortalecer el marco legal en este ámbito. Además, generan jurisprudencia que clarifica 

y desarrolla el entendimiento de las normas antimonopolio, estableciendo referencias legales para 

casos futuros. 

 

Es fundamental que las autoridades de competencia cuenten con los recursos y las capacidades 

necesarias para llevar a cabo estos procedimientos de manera efectiva. Asimismo, es esencial que 

exista transparencia en el proceso, garantizando el debido proceso y el derecho a la defensa de las 

empresas involucradas. De esta manera, se promueve la confianza en el sistema, se asegura la 

imparcialidad en la toma de decisiones y se fomenta un entorno de competencia sólido y beneficioso 

para la economía en general. 

 

5.4 EFECTIVIDAD DE LAS SANCIONES Y PROPORCIONALIDAD EN EL DERECHO DE LA 

COMPETENCIA 

La efectividad y la proporcionalidad de las sanciones en el derecho de la competencia son aspectos 

cruciales que merecen una atención detallada. Si bien las sanciones son una herramienta fundamental 

para disuadir conductas anticompetitivas y garantizar un entorno de competencia justo, existen 

desafíos y problemas que pueden afectar su eficacia y proporcionalidad. A continuación, se detallan 

algunos de los problemas más comunes: 
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Cuantificación de las multas: Determinar el monto adecuado de una multa puede ser complicado. La 

sanción debe ser lo suficientemente significativa como para tener un efecto disuasorio y penalizar 

adecuadamente la infracción, pero al mismo tiempo, no debe ser excesiva al punto de poner en riesgo 

la viabilidad económica de la empresa infractora. En muchos casos, la cuantificación de las multas se 

basa en criterios como el daño causado, el beneficio obtenido y el volumen de negocios de la empresa, 

lo que requiere un análisis complejo y una evaluación precisa de los datos disponibles9. 

 

Proporcionalidad de las sanciones: Es fundamental que las sanciones sean proporcionales a la 

gravedad de la infracción y al daño causado. Esto implica evaluar cuidadosamente el impacto de la 

conducta anticompetitiva en el mercado y en los consumidores. Si las sanciones son demasiado leves 

en relación con la gravedad de la infracción, pueden resultar ineficaces y no disuadir a las empresas 

de cometer futuras conductas anticompetitivas. Por otro lado, sanciones desproporcionadas pueden 

generar efectos negativos, como el cierre de empresas y la pérdida de empleos. 

 

Ejecución de las sanciones: La efectividad de las sanciones depende en gran medida de su correcta 

ejecución y cumplimiento. Las autoridades de competencia deben contar con los recursos y las 

capacidades necesarias para supervisar el cumplimiento de las sanciones impuestas. Esto implica 

monitorear el pago de multas, verificar el cumplimiento de medidas correctivas y asegurarse de que 

las empresas infractoras modifiquen sus prácticas anticompetitivas. La falta de recursos o la falta de 

cooperación por parte de las empresas pueden dificultar la ejecución efectiva de las sanciones. 

 

Duración de los procedimientos: Los procedimientos sancionadores pueden ser largos y complejos, 

lo que puede afectar la efectividad de las sanciones. Si los procesos se prolongan excesivamente, las 

sanciones pueden perder parte de su disuasión, ya que las empresas infractoras pueden beneficiarse 

de las prácticas anticompetitivas durante un período prolongado antes de que se impongan las 

sanciones. Además, los retrasos en la resolución de los casos pueden generar incertidumbre para las 

partes involucradas y dificultar la implementación oportuna de las medidas correctivas necesarias. 

 

Cumplimiento transfronterizo: En casos que involucran conductas anticompetitivas con impacto en 

múltiples jurisdicciones, el cumplimiento transfronterizo de las sanciones puede ser un desafío. 

Diferentes países pueden tener enfoques y prácticas diferentes en materia de sanciones y ejecución, 

lo que puede dificultar la coordinación y el cumplimiento efectivo de las sanciones en todos los 

 
9  La ley orgánica 1/2015 y la curatela como medios eficientes de adaptación del artículo 12 de la Convención de la 

ONU sobre los derechos de las personas con discapacidad a nuestro ordenamiento jurídico  

Pedro Botello Hermosa  

Revista de Derecho de la UNED (RDUNED),2015 
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mercados afectados. Además, las empresas pueden aprovechar lagunas o diferencias en los sistemas 

legales y de cumplimiento para eludir o minimizar el impacto de las sanciones impuestas en un 

determinado país. 

 

Efecto disuasorio: La efectividad de las sanciones en el derecho de la competencia depende en gran 

medida de su capacidad para disuadir la conducta anticompetitiva. Sin embargo, en algunos casos, 

las sanciones pueden no tener el impacto deseado en términos de disuasión. Esto puede deberse a 

diversos factores, como la percepción de impunidad por parte de las empresas infractoras, la falta de 

conciencia sobre las normas de competencia, la falta de transparencia en la imposición de sanciones 

o la existencia de beneficios económicos que superan el costo de las sanciones. 

 

Recursos limitados: Las autoridades de competencia a menudo se enfrentan a recursos limitados en 

términos de personal, presupuesto y capacidades técnicas. Esto puede dificultar la eficacia de los 

procedimientos sancionadores y la supervisión del cumplimiento de las sanciones. La falta de 

recursos puede llevar a demoras en la detección y la investigación de conductas anticompetitivas, así 

como a dificultades para imponer sanciones adecuadas y garantizar su cumplimiento efectivo. 

 

Para abordar estos problemas y mejorar la efectividad y la proporcionalidad de las sanciones en el 

derecho de la competencia, es necesario tomar diversas medidas. Estas pueden incluir la revisión y 

actualización periódica de las directrices y criterios para la imposición de sanciones, la mejora de la 

cooperación entre autoridades de competencia nacionales e internacionales, la asignación adecuada 

de recursos a las autoridades de competencia, la promoción de la conciencia y la educación sobre el 

derecho de la competencia, y la adopción de medidas eficaces de ejecución y cumplimiento de las 

sanciones. 

 

En última instancia, la efectividad y la proporcionalidad de las sanciones en el derecho de la 

competencia son fundamentales para garantizar un entorno empresarial equitativo, promover la 

competencia leal y proteger los intereses de los consumidores. Mediante un análisis y una mejora 

continuos de los procedimientos sancionadores, se puede fortalecer la aplicación efectiva de las 

normas de competencia y fomentar un mercado más competitivo y beneficioso para la economía en 

general10. 

 

 
10 REAL DECRETO LEGISLATIVO 1/2007, de 16 de noviembre por el que se aprueba el texto refundido de la Ley 

General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias. 

https://www.iberley.es/legislacion/real-decreto-legislativo-1-2007-16-noviembre-aprueba-textorefundido-ley-general-

defensa-consumidores-usuarios-leyes-complementarias-5057769 
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6.  DESCRIPCIÓN DEL CASO DE LA DISTRIBUCIÓN  

 

6.1 ANTECEDENTES DEL CASO 

 

El asunto entre la CNMC y los distribuidores de carburantes en España entre 2013 y 2021 tuvo su 

origen en un proceso de investigación y análisis de la competencia en el sector de los carburantes. A 

continuación se explican detalladamente los antecedentes del caso: 

 

Desregulación del sector de los carburantes: En España, a partir de la década de los 90, se produjo un 

proceso de desregulación del mercado de los carburantes con el objetivo de fomentar la competencia 

y garantizar precios competitivos para los consumidores. Se llevaron a cabo reformas legales y se 

intentó favorecer la entrada de nuevos operadores en el sector. 

 

Creación de la CNMC: En 2013 se creó la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia 

(CNMC) como organismo independiente encargado de la defensa de la competencia en España. La 

CNMC tiene la misión de investigar y sancionar las conductas anticompetitivas que puedan 

obstaculizar el funcionamiento eficiente de los mercados. 

 

Investigación del sector de los carburantes: La CNMC inició una investigación en el sector de los 

carburantes para analizar posibles prácticas anticompetitivas que pudieran afectar a la competencia 

efectiva en el mercado. Esta investigación abarcó diversos aspectos, como las prácticas de precios y 

márgenes, los acuerdos entre operadores, las condiciones de suministro y la existencia de posibles 

barreras de entrada para nuevos competidores. 

 

Informes y expedientes sancionadores: Como resultado de la investigación, la CNMC emitió una 

serie de informes en los años posteriores, poniendo de manifiesto posibles infracciones y conductas 

anticompetitivas en el sector de los carburantes. Estos informes sirvieron de base para la apertura de 

expedientes sancionadores a varios distribuidores de carburantes, entre ellos Repsol, BP, Cepsa, entre 

otros11. 

 

Alegaciones y proceso administrativo: Los distribuidores de carburantes tuvieron la oportunidad de 

presentar alegaciones y defender sus posiciones durante el proceso administrativo ante la CNMC. 

 
11 Anuario de Derecho de la Competencia (2021) 

https://lalibrecompetencia.com/2021/09/20/anuario-de-derecho-de-la-competencia-2021/ 
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Hubo varias fases, incluyendo la presentación de pruebas, la evaluación de argumentos y la revisión 

de posibles sanciones. 

 

Resolución y sanciones: Tras un extenso proceso, la CNMC emitió su resolución final, determinando 

las sanciones correspondientes para cada uno de los distribuidores de carburantes implicados. Las 

sanciones pueden incluir multas económicas y otras medidas correctoras destinadas a restablecer la 

competencia en el mercado. 

 

Recursos y vía judicial: Los distribuidores de carburantes tuvieron la posibilidad de presentar recursos 

contra las sanciones impuestas por la CNMC. Estos recursos se presentaron ante los tribunales 

pertinentes, como la Audiencia Nacional y el Tribunal Supremo, que llevaron a cabo un análisis 

detallado de los argumentos presentados por ambas partes. 

 

6.2. HECHOS Y PRUEBAS QUE MOTIVARON LA SANCIÓN IMPUESTA POR LA CNMC 

La investigación de la CNMC en el sector de los carburantes reveló varios hallazgos significativos 

que constituyeron la base de las sanciones impuestas12: 

 

Discrepancias de precios: La CNMC descubrió importantes disparidades en los precios de los 

carburantes y en los márgenes de beneficio entre distribuidores y gasolineras. Estas discrepancias 

levantaron sospechas de posibles prácticas anticompetitivas. 

 

Colusión y coordinación: Se descubrieron pruebas que indicaban una posible colusión y coordinación 

entre los distribuidores de combustible. El intercambio de información sensible, como estrategias de 

precios y márgenes, sugería un comportamiento anticompetitivo perjudicial para la competencia leal. 

 

Barreras a la entrada: La investigación puso de relieve la presencia de barreras que impedían la 

entrada de nuevos competidores en el mercado. Se identificaron cláusulas contractuales restrictivas y 

condiciones desfavorables para los nuevos operadores, lo que podría limitar la competencia efectiva. 

 

Abuso de posición dominante: La CNMC examinó si los distribuidores de carburantes abusaban de 

su posición dominante en el mercado. Se evaluaron prácticas como descuentos exclusivos, contratos 

 
12 apuntes sobre la carga de la prueba en el proceso 

 https://revistas.uam.es/revistajuridica/article/download/6236/6700/12610 
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de suministro preferentes y condiciones desiguales para los competidores, ya que podrían impedir la 

competencia y la entrada en el mercado13. 

 

Análisis económico: Se realizaron análisis económicos detallados para evaluar el impacto de las 

prácticas investigadas sobre la competencia efectiva. Se emplearon modelos y técnicas económicas 

para determinar los efectos potenciales sobre los precios, la oferta, la demanda y los nuevos 

operadores. 

 

Documentación y comunicaciones internas: Se recopilaron y analizaron documentos y 

comunicaciones internos, incluidos correos electrónicos y mensajes, para descubrir pruebas de 

prácticas contrarias a la competencia. Estos materiales desempeñaron un papel crucial a la hora de 

respaldar las conclusiones de la investigación y justificar las sanciones impuestas. 

 

Testimonios y denunciantes: Los testigos y denunciantes aportaron valiosa información sobre las 

prácticas anticompetitivas en el sector de los combustibles. Su colaboración, junto con las pruebas de 

apoyo, reforzó el caso y respaldó las medidas de aplicación14. 

 

Estos hallazgos y pruebas constituyeron una base convincente para la decisión de la CNMC de 

imponer sanciones a los distribuidores de carburantes implicados. Es importante señalar que la 

CNMC llevó a cabo un exhaustivo proceso de recopilación de pruebas, análisis y consideración de 

testimonios para establecer la existencia de prácticas anticompetitivas y determinar las sanciones 

apropiadas. 

 

6.3. SANCIONES IMPUESTAS POR LA CNMC Y RECURSOS DE LOS SANCIONADOS 

 

Sanciones impuestas: La CNMC, facultada por la legislación aplicable, impuso sanciones a los 

distribuidores de carburantes implicados en el expediente. Estas sanciones consistieron en multas 

pecuniarias y otras medidas correctoras destinadas a restablecer la competencia en el mercado. Las 

multas se calcularon en función de la gravedad de las infracciones, la duración de la conducta 

anticompetitiva y el volumen de negocios de las empresas sancionadas15. 

 
13La CNMC abre una investigación a Repsol, Cepsa y BP  

 https://www.lamarea.com/2022/12/14/cnmc-investigacion-repsol-cepsa-bp/ 
14 La CNMC investiga a Repsol, Cepsa y BP tras dos denuncias ... 

https://www.lainformacion.com/empresas/cnmc-investiga-repsol-cepsa-bp-dos-denuncias 
15 COMPETENCIA DESLEAL POR CULPA  

Mauricio Tapia R 

Revista chilena de derecho privado,2017 
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Recurso de los sancionados: Los sancionados tuvieron la oportunidad de interponer recursos 

administrativos y judiciales contra las sanciones impuestas por la CNMC. En primer lugar, podían 

interponer un recurso administrativo conocido como "recurso de reposición" ante la propia CNMC, 

solicitando la revisión de la resolución sancionadora. Si el recurso era desestimado, podían interponer 

un recurso contencioso-administrativo ante la Audiencia Nacional. Esta vía judicial permitía a los 

sancionados impugnar la legalidad y fundamento de la resolución sancionadora. 

 

Revisión judicial de las sanciones: La Audiencia Nacional, como tribunal competente en materia de 

competencia, examinó los recursos judiciales interpuestos por los sancionados. Durante este proceso, 

el tribunal analizó los argumentos presentados por ambas partes y evaluó la legalidad y 

proporcionalidad de las sanciones impuestas por la CNMC. La Audiencia Nacional tenía potestad 

para confirmar, modificar o anular las sanciones en base a su análisis de los hechos y las pruebas 

presentadas. 

 

Recurso ante el Tribunal Supremo: Si los sancionados no estaban conformes con la decisión de la 

Audiencia Nacional, podían interponer un recurso conocido como "recurso de casación" ante el 

Tribunal Supremo. Este recurso se basaba en la existencia de cuestiones jurídicas relevantes y 

significativas que debían ser resueltas por el más alto tribunal del país. El Tribunal Supremo examinó 

la correcta aplicación de la ley en el caso y emitió una decisión definitiva y vinculante. 

 

Es importante destacar que los recursos interpuestos por los sancionados se basaron en cuestiones 

jurídicas y procesales, con el objetivo de revisar la legalidad y proporcionalidad de las sanciones 

impuestas por la CNMC. El sistema de recursos administrativos y judiciales garantizó el debido 

proceso y la protección de los derechos de las partes implicadas, permitiendo una revisión 

independiente y exhaustiva de las decisiones sancionadoras. 

  

 

7. MEDIDAS DE EFECTIVIDAD DE LAS SANCIONES IMPUESTAS POR LA CNMC 

EN EL CASO DE LA DISTRIBUCIÓN DE CARBURANTES 

 

7.1. ANÁLISIS COMPARATIVO DE LAS MEDIDAS DE EFECTIVIDAD Y SU RELACIÓN 

CON LAS SANCIONES IMPUESTAS 
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En el contexto del derecho de la competencia, la efectividad de las sanciones impuestas por la 

Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia (CNMC) es un aspecto crucial a considerar. 

La eficacia de estas medidas tiene un impacto directo en la prevención y disuasión de conductas 

anticompetitivas, así como en el restablecimiento de un mercado competitivo y justo. En este sentido, 

es pertinente realizar un análisis comparativo de las diferentes medidas de efectividad y su relación 

con las sanciones impuestas por la CNMC en el caso de las distribuidoras de carburantes16. 

 

Una medida fundamental para evaluar la efectividad de las sanciones es el cumplimiento de las 

resoluciones y el acatamiento de las obligaciones impuestas a las empresas sancionadas. En este 

sentido, resulta relevante analizar si las empresas han cumplido cabalmente con las medidas 

correctivas y las obligaciones establecidas en las resoluciones de la CNMC. Este aspecto es crucial, 

ya que demuestra la capacidad de las sanciones para lograr un cambio de conducta en las empresas 

infractoras y restablecer la competencia en el mercado. 

 

Además del cumplimiento, es necesario examinar el impacto de las sanciones en el mercado y en la 

conducta de las empresas en el largo plazo. Un aspecto a considerar es si las sanciones han logrado 

disuadir la repetición de conductas anticompetitivas en el sector de las distribuidoras de carburantes. 

Es decir, si las empresas sancionadas han modificado sus prácticas y han adoptado comportamientos 

más acordes con la libre competencia. Esto puede evaluarse a través de indicadores como la 

competencia efectiva, la entrada de nuevos competidores al mercado y la existencia de un entorno 

más favorable para los consumidores. 

 

Asimismo, es importante analizar la proporcionalidad de las sanciones y su relación con la 

efectividad. La proporcionalidad implica que las sanciones deben guardar una adecuada relación con 

la gravedad de la conducta anticompetitiva. En este sentido, es necesario evaluar si las sanciones 

impuestas por la CNMC en el caso de las distribuidoras de carburantes han sido proporcionales a la 

infracción cometida y si han generado un efecto disuasorio adecuado. Una medida de efectividad en 

este aspecto sería la comparación de las sanciones impuestas con otras resoluciones similares en el 

ámbito de la competencia, tanto a nivel nacional como internacional. 

 

Además de las medidas tradicionales de efectividad, es relevante considerar enfoques más novedosos 

y proactivos. Por ejemplo, el uso de programas de cumplimiento o "compliance programs" por parte 

 
16  Contratación pública y colusión. Derecho de competencia frente al derecho administrativo  

Johannes San Miguel Giralt 

Vniversitas,2017 
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de las empresas puede ser una herramienta efectiva para prevenir conductas anticompetitivas y 

fomentar una cultura de competencia. Evaluar la implementación y efectividad de estos programas 

en el caso de las distribuidoras de carburantes puede brindar información valiosa sobre su impacto en 

la prevención de conductas anticompetitivas y en la eficacia de las sanciones impuestas. 

 

Es importante destacar que el análisis comparativo de las medidas de efectividad y su relación con 

las sanciones impuestas debe realizarse de manera multidisciplinaria. Además de los aspectos 

jurídicos y económicos, es relevante considerar elementos de carácter social y político que pueden 

influir en la efectividad de las sanciones. 

 

En términos jurídicos, es esencial analizar la coherencia y consistencia de las resoluciones y 

decisiones de la CNMC en relación con los principios y normas del derecho de la competencia. Esto 

implica examinar si se han seguido los procedimientos establecidos, si se han valorado 

adecuadamente las pruebas y si se han fundamentado correctamente las sanciones impuestas. 

Además, es importante evaluar si las resoluciones han sido confirmadas por los tribunales y si se han 

respetado los principios de legalidad y debido proceso17. 

 

Desde una perspectiva económica, es necesario analizar el impacto de las sanciones en los mercados 

relevantes y en la competencia en general. Esto implica examinar si las sanciones han contribuido a 

eliminar barreras y distorsiones en el mercado, fomentando la entrada de nuevos competidores y 

promoviendo la innovación y la eficiencia económica. Asimismo, es relevante evaluar si las sanciones 

han tenido un efecto disuasorio en otras empresas del sector, evitando la repetición de conductas 

anticompetitivas y promoviendo un entorno más competitivo. 

 

En cuanto a los aspectos sociales y políticos, es fundamental considerar la percepción y confianza de 

los actores involucrados, incluyendo empresas, consumidores y otros agentes del mercado. Si bien la 

efectividad de las sanciones puede medirse en términos jurídicos y económicos, es importante tener 

en cuenta cómo estas medidas son percibidas por la sociedad en general. Si los actores consideran 

que las sanciones son justas y adecuadas, esto puede fortalecer su efectividad al generar un mayor 

cumplimiento y respeto por las normas de competencia. 

 

 
17 El Tribunal Supremo cierra la posibilidad de que la CNMC vuelva a instruir el expediente de residuos 

https://www.ramonycajalabogados.com/es/noticias/el-tribunal-supremo-cierra-la-posibilidad-de-quela-cnmc-vuelva-

instruir-el-expediente-de 
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En conclusión, el análisis crítico de la efectividad de las sanciones impuestas por la CNMC en el caso 

de las distribuidoras de carburantes requiere un enfoque multidisciplinario que combine aspectos 

jurídicos, económicos, sociales y políticos. Evaluar el cumplimiento de las sanciones, su impacto en 

los mercados, su proporcionalidad, así como la percepción de los actores involucrados, proporcionará 

una visión completa de la efectividad de estas medidas. Este análisis permitirá identificar posibles 

mejoras y recomendaciones para fortalecer la efectividad de las sanciones en casos similares, 

promoviendo una competencia justa y efectiva en beneficio de los consumidores y la economía en 

general. 

 

7.2. EVALUACIÓN DE LA PROPORCIONALIDAD DE LAS SANCIONES IMPUESTAS POR 

LA CNMC 

La proporcionalidad es un principio fundamental en el derecho de la competencia que busca 

garantizar que las sanciones impuestas por la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia 

(CNMC) sean adecuadas y proporcionales a la gravedad de la conducta anticompetitiva. La 

evaluación de la proporcionalidad de estas sanciones es esencial para asegurar la justicia y efectividad 

de las medidas adoptadas. 

 

En primer lugar, es importante analizar si las sanciones impuestas por la CNMC guardan una 

adecuada relación con la infracción cometida. Esto implica considerar la gravedad de la conducta 

anticompetitiva, los daños causados al mercado y a los competidores, así como el beneficio obtenido 

por la empresa infractora. Las sanciones deben ser proporcionales a estos elementos, de manera que 

reflejen la magnitud de la infracción y desincentiven conductas similares en el futuro. 

 

Para evaluar la proporcionalidad de las sanciones, se pueden tener en cuenta diferentes criterios. Uno 

de ellos es la comparación con sanciones impuestas en casos similares. Si existen precedentes en los 

que se han sancionado conductas anticompetitivas similares, es relevante analizar si las sanciones 

impuestas en el caso de las distribuidoras de carburantes se encuentran dentro de los rangos 

establecidos por esas resoluciones. Esto permite asegurar que se aplique un criterio coherente y 

consistente en la determinación de las sanciones. 

 

Otro criterio a considerar es el impacto económico de las sanciones en la empresa infractora. Si las 

sanciones son desproporcionadamente elevadas y ponen en riesgo la viabilidad financiera de la 

empresa, esto puede generar consecuencias negativas para el mercado y los consumidores. Por lo 

tanto, es importante evaluar si las sanciones permiten el mantenimiento de la actividad económica de 
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la empresa sancionada, al mismo tiempo que sancionan de manera efectiva la conducta 

anticompetitiva. 

 

Además, es relevante analizar si las sanciones tienen un efecto disuasorio adecuado. Las sanciones 

deben ser lo suficientemente significativas como para evitar la repetición de conductas 

anticompetitivas por parte de la empresa infractora y disuadir a otras empresas de involucrarse en 

prácticas similares. Si las sanciones no generan un impacto disuasorio significativo, existe el riesgo 

de que las conductas anticompetitivas persistan en el mercado, afectando la competencia y los 

intereses de los consumidores18. 

 

Es necesario destacar que la evaluación de la proporcionalidad de las sanciones debe realizarse de 

manera objetiva y fundamentada. La CNMC debe justificar de manera clara y precisa las razones por 

las cuales se considera que las sanciones impuestas son proporcionales a la infracción cometida. Esto 

implica presentar argumentos sólidos y evidencia que respalde la determinación de las sanciones, 

evitando arbitrariedades o decisiones discrecionales19. 

 

En caso de que se identifiquen desequilibrios o desproporciones en las sanciones impuestas, es 

necesario plantear posibles recomendaciones para mejorar la proporcionalidad de las sanciones en 

futuros casos. Algunas recomendaciones que podrían ser consideradas son las siguientes: 

 

Establecer directrices claras y transparentes: Es fundamental contar con lineamientos precisos que 

indiquen cómo se determinarán las sanciones en función de la gravedad de la infracción, el impacto 

en el mercado y otros factores relevantes. Estas directrices deben ser de acceso público y aplicarse de 

manera consistente, evitando la discrecionalidad en la imposición de las sanciones. 

 

Considerar el tamaño y la capacidad económica de las empresas: Es importante tener en cuenta la 

dimensión de las empresas infractoras y su capacidad financiera para hacer frente a las sanciones. En 

ocasiones, las sanciones pueden ser desproporcionadas para empresas más pequeñas, lo que puede 

generar consecuencias negativas para la competencia y los consumidores. Se podría establecer un 

enfoque diferenciado que tome en consideración estos aspectos, asegurando que las sanciones sean 

equitativas y efectivas. 

 
18 BOE-A-2013-5940 Ley 3/2013, de 4 de junio, de creación de la Comisión Nacional de los Mercados y la 

Competencia. 

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2013-5940 
19 FACILIDADES ESENCIALES Y ABUSO DE POSICIÓN DOMINANTE 

ALFREDO UGARTE SOTO 

 Revista de derecho (Coquimbo),2013 
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Valorar la colaboración y el programa de cumplimiento: Las empresas que cooperan activamente en 

las investigaciones y demuestran la implementación de programas efectivos de cumplimiento 

normativo podrían recibir incentivos en la determinación de las sanciones. Esto puede promover una 

cultura de cumplimiento en el mercado y fomentar la autorregulación de las empresas. 

 

Evaluar la efectividad de las sanciones: Es importante realizar un seguimiento de las sanciones 

impuestas y evaluar su efectividad en el tiempo. Esto implica analizar si las sanciones han logrado su 

propósito de desincentivar conductas anticompetitivas y promover un entorno de competencia sano. 

Si se identifican deficiencias en la efectividad de las sanciones, se deben realizar ajustes y mejoras 

para asegurar su cumplimiento. 

 

Promover la coordinación con otras autoridades de competencia: En casos de impacto transfronterizo, 

es esencial coordinar acciones y sanciones con otras autoridades de competencia. Esto ayuda a evitar 

duplicidades y asegurar una aplicación coherente de las normas de competencia, fortaleciendo la 

efectividad de las sanciones20. 

 

En resumen, mejorar la efectividad de las sanciones impuestas por la CNMC en casos similares 

requiere un enfoque integral que considere aspectos de proporcionalidad, disuasión y justicia. 

Establecer directrices claras, evaluar el impacto económico, considerar el tamaño y la capacidad de 

las empresas, valorar la colaboración y promover la coordinación son algunas de las recomendaciones 

que podrían contribuir a una aplicación más efectiva y equitativa de las sanciones en el derecho de la 

competencia. Esto permitirá fortalecer la competencia y proteger los intereses de los consumidores 

en el mercado. 

 

 

8. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 

 

8.1 CONCLUSIONES DEL ANÁLISIS CRÍTICO DE LA EFECTIVIDAD DE LAS SANCIONES 

IMPUESTAS POR LA CNMC 

En el presente estudio, se ha llevado a cabo un análisis crítico de la efectividad de las sanciones 

impuestas por la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia (CNMC) en el caso de las 

 
20 LEY 3/1991, de 10 de enero, de Competencia Desleal. 

https://datos.portalemp.com/datos-agencias/centro-emprendedor-paterna/files/docs/272-352.pdf 0. 
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distribuidoras de carburantes. El objetivo principal ha sido evaluar si dichas sanciones han logrado 

cumplir su propósito de promover la competencia y disuadir prácticas anticompetitivas en el mercado. 

 

En primer lugar, se ha constatado que la CNMC desempeña un papel crucial en la supervisión y 

sanción de las conductas anticompetitivas en el sector de los carburantes. A través de su labor 

investigadora y sancionadora, busca garantizar que las empresas actúen en cumplimiento de la 

normativa de competencia y eviten prácticas que restrinjan o distorsionen la competencia. 

 

Sin embargo, a pesar de los esfuerzos de la CNMC, se han identificado ciertos desafíos y limitaciones 

en cuanto a la efectividad de las sanciones impuestas. Uno de los principales problemas radica en la 

proporcionalidad de las multas. Si bien es importante que las sanciones sean lo suficientemente 

significativas como para tener un impacto disuasorio, también es esencial que sean proporcionales a 

la gravedad de la infracción cometida. En algunos casos, se ha argumentado que las multas impuestas 

por la CNMC podrían resultar excesivas y desproporcionadas en relación con la conducta 

anticompetitiva observada. 

 

Otro desafío importante se relaciona con el efecto disuasorio de las sanciones. Aunque se espera que 

las sanciones tengan un impacto disuasorio en las empresas y eviten la repetición de conductas 

anticompetitivas, existe la preocupación de que las sanciones actuales no sean lo suficientemente 

efectivas para lograr este objetivo. Es necesario evaluar si las sanciones impuestas por la CNMC 

realmente generan un cambio de comportamiento en las empresas infractoras y si se están tomando 

las medidas adecuadas para asegurar el cumplimiento de las resoluciones sancionadoras. 

 

Además, se ha observado que el proceso de impugnación de las sanciones impuestas por la CNMC 

ha generado cierta controversia. Las empresas sancionadas han presentado recursos y apelaciones 

ante los tribunales, argumentando la falta de pruebas o la incorrecta aplicación de la normativa de 

competencia. Estas disputas legales prolongadas pueden afectar la eficacia de las sanciones, ya que 

retrasan su aplicación y generan incertidumbre tanto para las empresas como para los consumidores. 

 

Es importante destacar que el análisis de la efectividad de las sanciones impuestas por la CNMC debe 

ser un proceso continuo y en constante evolución. Se requiere un monitoreo constante de las prácticas 

del mercado y una revisión periódica de las sanciones para asegurar su adecuación y efectividad. 

Además, se pueden considerar alternativas o complementos a las sanciones monetarias, como 

medidas correctivas o disposiciones para promover una mayor transparencia y competencia en el 

sector de los carburantes. 
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8.2 RECOMENDACIONES PARA MEJORAR LA EFECTIVIDAD DE LAS SANCIONES 

IMPUESTAS POR LA CNMC EN CASOS SIMILARES 

Basándonos en el análisis crítico de la efectividad de las sanciones impuestas por la Comisión 

Nacional de los Mercados y la Competencia (CNMC) en el caso de las distribuidoras de carburantes, 

se presentan a continuación una serie de recomendaciones para mejorar la efectividad de las sanciones 

en casos similares: 

 

Establecer criterios claros y transparentes: Es fundamental contar con criterios claros y transparentes 

para determinar la cuantía de las sanciones. Esto permitirá garantizar la proporcionalidad de las 

multas, evitando que sean excesivas o insuficientes. Además, la claridad en los criterios facilitará la 

predicción y comprensión por parte de las empresas, fomentando así un mayor cumplimiento de las 

normas de competencia. 

 

Evaluar el impacto económico de las sanciones: Antes de imponer una sanción, es importante evaluar 

el impacto económico que esta tendrá en la empresa infractora. Esto ayudará a determinar la 

capacidad real de la sanción para disuadir conductas anticompetitivas y evitar que se repitan en el 

futuro. Asimismo, es esencial considerar el posible efecto dominó que las sanciones pueden tener en 

todo el mercado, promoviendo así una mayor competencia. 

 

Fortalecer el proceso de impugnación: Para garantizar un proceso de impugnación justo y eficiente, 

se deben establecer plazos claros y razonables para la presentación de recursos y apelaciones. 

Además, es necesario asegurar la independencia y especialización de los tribunales encargados de 

resolver dichos recursos. De esta manera, se evitarán dilaciones innecesarias y se fomentará la 

confianza en el sistema judicial. 

 

Promover la cooperación y el intercambio de información: La CNMC debe establecer canales de 

comunicación fluidos con las empresas y otras autoridades competentes. La cooperación y el 

intercambio de información entre todas las partes involucradas permitirán una mejor detección y 

sanción de conductas anticompetitivas. Asimismo, se debe fomentar la colaboración con organismos 

reguladores internacionales para intercambiar mejores prácticas y experiencias en la aplicación de 

sanciones. 

 

Considerar medidas correctivas adicionales: Además de las sanciones monetarias, se deben 

contemplar medidas correctivas adicionales que contribuyan a restablecer la competencia y prevenir 
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futuras infracciones. Estas medidas pueden incluir la imposición de cambios en las prácticas 

comerciales, la obligación de ofrecer acceso a infraestructuras o la implementación de programas de 

cumplimiento para garantizar un comportamiento adecuado en el mercado. 

 

Evaluar periódicamente la efectividad de las sanciones: Es importante realizar evaluaciones 

periódicas de la efectividad de las sanciones impuestas. Esto permitirá identificar posibles áreas de 

mejora y ajustar las políticas sancionadoras en consecuencia. Además, se deben analizar las 

tendencias del mercado y las prácticas empresariales para adaptar las sanciones a los nuevos desafíos 

y realidades del sector. 

Promover la concienciación y la educación en materia de competencia: Para mejorar la efectividad 

de las sanciones, es esencial promover la concienciación y la educación sobre las normas de 

competencia tanto entre las empresas como entre los consumidores. La CNMC puede desempeñar un 

papel activo en este aspecto, desarrollando campañas de divulgación, proporcionando información 

clara y accesible sobre las prácticas anticompetitivas y sus consecuencias, y promoviendo la 

formación en competencia entre los actores del mercado. 

 

Reforzar la colaboración con otras entidades reguladoras: La CNMC debe trabajar en estrecha 

colaboración con otras entidades reguladoras y supervisar la interacción de las empresas en diferentes 

sectores. La coordinación y el intercambio de información entre estas entidades permitirá detectar 

prácticas anticompetitivas que puedan afectar a múltiples mercados, fortaleciendo así la eficacia de 

las sanciones. 

 

Mejorar la transparencia y la comunicación: Es esencial que la CNMC mejore la transparencia en la 

comunicación de sus decisiones y sanciones. Esto implica proporcionar explicaciones claras y 

fundamentadas sobre las conductas anticompetitivas detectadas, las razones de las sanciones 

impuestas y los impactos esperados. Una comunicación transparente contribuirá a generar confianza 

en el sistema y a reforzar la percepción de que las sanciones son justas y necesarias para proteger la 

competencia. 

 

Realizar análisis de impacto de las sanciones: Antes de imponer una sanción, es recomendable llevar 

a cabo un análisis de impacto que evalúe los posibles efectos de la sanción en el mercado. Esto 

permitirá anticipar las consecuencias de la sanción y tomar decisiones más fundamentadas. Además, 

el análisis de impacto puede ayudar a evaluar si se necesitan medidas complementarias para mitigar 

cualquier impacto negativo en la competencia y en los consumidores. 
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En resumen, mejorar la efectividad de las sanciones impuestas por la CNMC en casos similares 

requiere de una combinación de medidas que incluyen criterios claros y proporcionados, un proceso 

de impugnación eficiente, cooperación y colaboración con otras entidades reguladoras, medidas 

correctivas adicionales, evaluación periódica de la efectividad, concienciación y educación en 

competencia, transparencia en la comunicación, análisis de impacto y promoción de la colaboración 

y el intercambio de información. Al implementar estas recomendaciones, se fortalecerá la capacidad 

de la CNMC para hacer cumplir las normas de competencia y garantizar mercados más competitivos 

y justos. 
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